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D.ª María del Pilar Teso Gamella

D. Antonio Jesús Fonseca-Herrero Raimundo

D. Francisco José Sospedra Navas

D.ª María Alicia Millán Herrandis

D. Manuel Delgado-Iribarren García-Campero

D. Antonio Narváez Rodríguez

En Madrid, a 29 de abril de 2026.

Esta Sala ha visto el recurso de casación n.º 1786/2023, interpuesto por la Administración General del Estado
representada y defendida por el Abogado del Estado, contra la sentencia 994/2022, de 30 de diciembre, dictada
por la Sección Sexta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid,
en el recurso contencioso administrativo n.º 1212/2021, frente a la resolución del Secretario de Estado de
Migraciones de 23 de agosto de 2021 por la que se desestima el recurso de alzada interpuesto contra la
resolución de 16 de diciembre de 2019 de la Dirección General de Migraciones que se denegaba la solicitud
de pensión de ancianidad para españoles de origen retornados (expediente  NUM000 ).

Ha sido parte recurrida, doña  Rebeca , representada por el procurador de los Tribunales don Fernando Pedreira
López y asistida por el letrado don Luis Mateos Sáez.

Ha sido ponente el Excmo. Sr. D. Antonio Jesús Fonseca-Herrero Raimundo.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.-Ante la Sección Sexta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid, se siguió el recurso contencioso-administrativo n.º 1212/2021, interpuesto por la Administración
General del Estado contra la resolución del Secretario de Estado de Migraciones de 23 de agosto de 2021 por
la que se desestima el recurso de alzada interpuesto contra la resolución de 16 de diciembre de 2019 de la
Dirección General de Migraciones, que se denegaba la solicitud de pensión de ancianidad para españoles de
origen retornados (expediente  NUM000 ).

En el citado recurso contencioso-administrativo, el fallo de la sentencia es el siguiente:

«Que ESTIMANDOTOTALMENTE el recurso contencioso-administrativo núm. 1212/2021 interpuesto por DON
FERNANDO PEDREIRA LÓPEZ,Procurador de los Tribunales y de DOÑA  Rebeca  , contra la resolución del
Secretario de Estado de Migraciones de fecha veintitrés de agosto de dos mil veintiuno a propuesta de la
Subdirectora General Doña  Virginia  perteneciente al Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones
por la que se desestima el recurso de alzada interpuesto contra la resolución de dieciséis de diciembre de
dos mil diecinueve de la Dirección General de Migraciones por la que se denegaba la solicitud de pensión de
ancianidad para españoles de origen retornados correlativa al expediente  NUM000  .

Todo ello, con expresa condena en costas a la Administración demandada hasta el límite de 1.000 euros en
todos los conceptos.»

SEGUNDO.-Contra esta sentencia fue preparado recurso de casación por la Administración General del Estado
y la Sala territorial lo tuvo por preparado, por lo que se elevaron los autos y el expediente administrativo a este
Tribunal, ante el que la parte recurrente interpuso el citado recurso de casación.

TERCERO.-Mediante auto dictado por la Sección Primera de esta Sala de 12 de febrero de 2024, se acordó
admitir a trámite el recurso de casación preparado por la Administración General del Estado en los siguientes
términos:

«1.º) Admitir el recurso de casación n.º 1786/2023, preparado por el Abogado del Estado contra la sentencia
número 944/2022 de 30 de diciembre de 2022, dictada por la Sección Sexta de la Sala de lo Contencioso
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid en el recurso 1212/2021.

2.º) Declarar que las cuestiones que presentan interés casacional objetivo para la formación de la
jurisprudencia consisten en determinar si para la fijación del derecho a pensión asistencial por ancianidad
para españoles de origen retomados integrados en una unidad económica familiar han de tenerse en cuenta
exclusivamente las rentas o ingresos propios del solicitante o también las rentas o ingresos de todos los
integrantes de la unidad económica familiar.
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3.º) Identificar como normas jurídicas que, en principio, habrán de ser objeto de interpretación son los artículos
25 del Real Decreto 8/2008, de 11 de enero, sobre pensiones asistenciales por ancianidad y los artículos 363.1
d), la fórmula del artículo 363.2 y el artículo 369 del Real Decreto Legislativo 8/2015. De 30 de octubre por el
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

Ello sin perjuicio de que la sentencia haya de extenderse a otras si así lo exigiere el debate finalmente trabado
en el recurso, ex artículo 90.4 LJCA.»

CUARTO.-En el escrito de interposición del recurso, presentado el 15 de marzo de 2024, la parte recurrente
solicitó:«dicte sentencia estimatoria del mismo y anulatoria de la recurrida con los demás pronunciamientos
legales expuestos en el último apartado de este escrito.»

QUINTO.-Conferido trámite de oposición mediante providencia de 21 de marzo de 2024, la representación
procesal de doña  Rebeca  presentó escrito el 23 de mayo de 2024 solicitando:«dicte en su día sentencia por
la que O BIEN SE INADMITA O SE DESESTIMEel mismo con imposición de costas.»

SEXTO.-Por providencia de 26 de junio de 2024 se acordó de conformidad con lo previsto en el artículo 92.6
de la Ley de esta Jurisdicción, no haber lugar a la celebración de vista pública, al considerarla innecesaria
atendiendo la índole del asunto, quedando el recurso concluso y pendiente de señalamiento para votación y
fallo cuando por turno corresponda.

SÉPTIMO.-Mediante providencia de 28 de enero de 2026, se acordó remitir el presente procedimiento a la
Sección Cuarta de esta Sala a fin de proceder a su señalamiento para votación y fallo; conforme al acuerdo
de la Sala de Gobierno en su reunión de 27 de octubre.

OCTAVO.-Por providencia de 12 de febrero de 2026 se aceptó la competencia para su conocimiento y
resolución por esta Sección 4ª, señalándose para la deliberación y fallo del presente recurso el 28 de abril
de 2026, fecha en la que tuvieron lugar, designándose Magistrado Ponente al Excmo. Sr. D. Antonio Jesús
Fonseca-Herrero Raimundo. Entregada la sentencia por el magistrado ponente el 28 de abril de 2026.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-La Administración del Estado recurre en casación la sentencia 994/2022, de 30 de diciembre,
dictada por la Sección Sexta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid, en el recurso contencioso administrativo n.º 1212/202.

1.- Doña  Rebeca , nacida en San Cristóbal de La Laguna (Santa Cruz de Tenerife), en su condición de española
de origen retornada a España, y residente en Colmenar Viejo (Madrid), solicitó el 18 de febrero de 2019 pensión
de ancianidad para españoles de origen retornados con apoyo en el Real Decreto 8/2008, de 11 de enero,
por el que se regula la prestación por razón de necesidad a favor de los españoles residentes en el exterior
y retornados (RD 8/2008).

2.- La resolución de la Dirección General de Migraciones de 16 de diciembre de 2019 denegó la solicitud que,
recurrida en vía de alzada administrativa, fue confirmada por la dictada el 23 de agosto de 2021 por el Secretario
de Estado de Migraciones.

La razón de la denegación es que la solicitante no acreditó cumplir el requisito de carecer de rentas o ingresos
en los términos establecidos por el artículo 25 del RD 8/2008, debiendo computarse los correspondientes a la
unidad familiar de convivencia en España y, por tanto, los correspondientes a su nieta doña  Adelaida .

3.- La sentencia de la Sala Territorial de Madrid estimó el recurso por considerar que para el cálculo de
las rentas o ingresos de la solicitante de la pensión solo deberían computarse sus propias rentas y no las
correspondientes al unidad familiar con quien convive en España.

a) En su fundamento de Derecho segundo hace trascripción de los artículos 25, 3, 5 y 6 del RD 8/2008.

A continuación, nos dice que este RD 8/2008 viene a desarrollar el artículo 19 de la Ley 40/2006 de 14 de
diciembre del Estatuto de la ciudadanía española en el exterior, que regula las prestaciones por razones de
necesidad, y que dispone:

"1. La Administración General del Estado, en los términos en que reglamentariamente se establezca,
garantizará el derecho a percibir una prestación a los españoles residentes en el exterior que habiéndose
trasladado al exterior por razones laborales, económicas o cualesquiera otras y habiendo cumplido 65 años
de edad o estando incapacitados para el trabajo, se encuentren en una situación de necesidad por carecer de
rentas o ingresos suficientes para cubrir sus necesidades básicas, de acuerdo a la realidad socioeconómica
del país de residencia.".
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Luego añade que: "Por su parte el artículo 167 de la Ley General de la Seguridad Social Legislación citada
aprobada por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de
la Ley General de la Seguridad Social, establece en su apartado primero que "tendrán derecho a la pensión de
jubilación, en su modalidad no contributiva, las personas que habiendo cumplido sesenta y cinco años de edad,
carezcan de rentas o ingresos en cuantía superior a los límites establecidos en el artículo 144.....", añadiendo
en el apartado segundo que "las rentas e ingresos propios, así como los ajenos computables por razón de
convivencia en una misma unidad económica...condicionan tanto el derecho a pensión como la conservación
de la misma y, en su caso, la cuantía de aquélla". Relacionado con ello el artículo 144.1.d) de la Ley General
de la Seguridad Social dispone que se presume que el beneficiario carece de rentas o ingresos suficientes,
siempre y cuando estos sean inferiores, en cómputo anual, a la pensión para pensiones no contributivas fijada
de acuerdo con la Ley de Presupuestos Generales del Estado."

b) En el fundamento de Derecho tercero hace cita de precedentes de la propia Sala sobre la cuestión de
fondo planteada en el presente recurso, los ingresos familiares superiores a los establecidos como límite
legalmente, en los que se viene resolviendo estimatoriamente por la Sala rectificando el criterio precedente
que cita la Administración. Cita sentencias de 20 de octubre de 2010 (recurso 728/2019), 19 de diciembre de
2022 (recurso 8/2022), citando esta última la anterior sentencia de 24 de mayo de 2018 (recurso 973/2017)
que trascribe parcialmente: "Dado que conforme a la normativa reguladora de la materia, antes transcrita, se
exige para poder conceder la pensión solicitada, entre otros requisitos, que el solicitante carezca de rentas
o ingresos en cuantía superior a los límites establecidos en el artículo 144 de la LGSS, lo que ocurre en el
caso enjuiciado, puesto que los recurrentes aun cuando tienen concedida una pensión de vejez por el gobierno
venezolano, sin embargo, dada la difícil situación económica que atraviesa dicho país, no está procediendo a
su pago, por lo que debemos estimar la demanda y conceder lo solicitado, sin perjuicio de que, en el caso de
que el gobierno de Venezuela abone la cantidad acordada por pensión de vejez, se proceda a la extinción de la
hoy otorgada, siendo, precisamente, causa de extinción "disponer de rentas o ingresos suficientes de acuerdo
con la normativa aplicable a las pensiones de jubilación en su modalidad no contributiva del Sistema español
de Seguridad Social" ( artículo 25.8.c) del RD 8/2008)."

c) En el cuarto fundamento de Derecho analiza la cuestión tomando en consideración que la solicitante no
tiene reconocida pensión alguna en Venezuela y que vive con su marido, que tampoco tiene ingresos, acogida
en el domicilio de su nieta, que tenía unos ingresos de 17.706,92 euros.

Considera que el hecho del acogimiento, como ayuda a su supervivencia facilitado por su nieta, no puede ser
valorado negativamente a efectos del reconocimiento de la pensión ya que no es equiparable a un ingreso
sustitutivo de rentas de trabajo ( artículo 6.2, in fine, del RD 8/2008) que pudiera imputarse a la solicitante.

Por ello, afirma que concurre el requisito exigido legalmente para ser beneficiario de pensión no contributiva
en el artículo 167 del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto
Legislativo 1/1994, de 20 de junio, (TRLGSS de 1994) pues según su artículo 144.1.d) se presume que el
beneficiario carece de rentas o ingresos suficientes, siempre y cuando estos sean inferiores, en cómputo
anual, al importe para pensiones, no contributivas fijada de acuerdo con la Ley de Presupuestos Generales del
Estado. Es decir, se establece como requisito para acceder a dichas prestaciones no contributivas carecer de
rentas o ingresos en cuantía superior al límite de su cuantía establecida cada año en la correspondiente Ley
de Presupuestos Generales del Estado.

SEGUNDO.-Por auto de 12 de febrero de 2024 dictado por la Sección Primera de esta Sala, se acordó admitir a
trámite el recurso de casación preparado por la Administración General del Estado declarando que la cuestión
que presenta interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia consisten en determinar:

«si para la fijación del derecho a pensión asistencial por ancianidad para españoles de origen retomados
integrados en una unidad económica familiar han de tenerse en cuenta exclusivamente las rentas o ingresos
propios del solicitante o también las rentas o ingresos de todos los integrantes de la unidad económica
familiar.»

Este auto identificaba como preceptos a interpretar tanto el artículo 25 del RD 8/2008, como los artículos 363.1
d), 363.2 y el artículo 369 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre por el que se aprueba el Texto
Refundido de la Ley General de la Seguridad Social (TRLGSS de 2015).

TERCERO.-El escrito de interposición de la Administración del Estado cuestiona la sentencia de la Sala
Territorial de Madrid y solicita su nulidad, con desestimación del recurso de instancia.

1.- Alega que la sentencia no ha tenido en consideración el contenido completo de la remisión normativa a
los requisitos de la pensión no contributiva que lleva a cabo el artículo 25.2 del RD 8/2008, olvidando que los
ingresos a computar son los de la unidad familiar.
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Así, por la remisión al artículo 167.2 del TRLGSS de 1994 y por razones cronológicas, hay que atender al vigente
TRLGSS de 2015 y a su artículo 369.2 que, al regular los beneficiarios de la pensión de jubilación no contributiva,
dispone: "Las rentas e ingresos propios, así como los ajenos computables por razón de convivencia en una
misma unidad económica, y la residencia en territorio español condicionan tanto el derecho a pensión como
la conservación de la misma y, en su caso, su cuantía".

Y, para determinar quienes integran la unidad familiar económica no ha tomado en consideración que según
el artículo 363.1.d) del TRLGSS de 2015: "Existirá unidad económica en todos los casos de convivencia de
un beneficiario con otras personas, sean o no beneficiarias, unidas con aquel por matrimonio o por lazos de
parentesco de consanguinidad hasta el segundo grado".

Finalmente, tampoco ha reparado en que las rentas a valorar en caso de unidad familiar económica se fijan
en el artículo 363.1.d) del TRLGSS de 2015: "Aunque el solicitante carezca de rentas o ingresos propios, en
los términos señalados en el párrafo anterior, si convive con otras personas en una misma unidad económica,
únicamente se entenderá cumplido el requisito de carencia de rentas o ingresos suficientes cuando la suma
de los de todos los integrantes de aquella sea inferior al límite de acumulación de recursos obtenido conforme
a lo establecido en los apartados siguientes."; y, tampoco, que según su artículo 363.2 "2. Los límites de
acumulación de recursos, en el supuesto de unidad económica, serán equivalentes a la cuantía, en cómputo
anual, de la pensión, más el resultado de multiplicar el 70 por ciento de dicha cifra por el número de
convivientes, menos uno.".

2.- La decisión de la Sala Territorial es contraria a la doctrina del orden jurisdiccional social sobre el hecho
de que para la concesión de las pensiones no contributivas hay que tener en cuenta no solo los ingresos del
solicitante sino también los de la unidad económica familiar legal en que se encuentra integrado ( sentencias
de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo de 19 de mayo de 2004, dictada en recurso n.º 1176/2003, y de 26 de
abril de 2007, dictada en recurso n.º 5148/2005): la noción legal limita los integrantes a las personas situadas
dentro del segundo grado de consanguineidad.

3.- La cita que la sentencia impugnada hace de sentencias previas de la propia Sala Territorial debe
considerarse errónea pues resuelven sobre cuestiones diferentes.

CUARTO.-1.- De acuerdo con su preámbulo, Ley 40/2006, de 14 de diciembre, del Estatuto de la ciudadanía
española en el exterior, se configura como el marco básico para establecer, en cumplimiento de lo dispuesto en
el artículo 42 de la Constitución, una política integral de emigración y de retorno que salvaguarde los derechos
económicos y sociales de los ciudadanos españoles que residen en el exterior y para facilitar la integración
social y laboral de los retornados.

A) En relación con los residentes en el exterior, el capítulo II del Título I de la Ley recoge derechos sociales y
prestaciones, entre los que además del derecho a la protección de la salud, se introduce la prestación por razón
de necesidad como un nuevo concepto que engloba la prestación económica por ancianidad, la prestación
económica por incapacidad y la asistencia sanitaria.

Así, el artículo 19 regula las "prestaciones por razones de necesidad": "La Administración General del Estado,
en los términos en que reglamentariamente se establezca garantizará el derecho a percibir una prestación a los
españoles residentes en el exterior que habiéndose trasladado al exterior por razones laborales, económicas
o cualesquiera otras y habiendo cumplido 65 años de edad o estando incapacitados para el trabajo, se
encuentren en una situación de necesidad por carecer de rentas o ingresos suficientes para cubrir sus
necesidades básicas, de acuerdo a la realidad socioeconómica del país de residencia.".

B) Además, su Título II regula la "Política integral en materia de retorno" y dedica su artículo 26 a fijar las
finalidades de esa política de retorno. El artículo 26.2 dispone "Los poderes públicos adoptarán las medidas
necesarias para remover los obstáculos que dificulten a los españoles retornados el acceso a las prestaciones
o beneficios sociales existentes, en las mismas condiciones que los españoles residentes en España."

2.- El desarrollo reglamentario de esta Ley está representado por el RD 8/2008, que también presenta esa doble
línea de actuación pues:

A) Por un lado, en su Capítulo I, regula la prestación por razón de necesidad como uno de los mecanismos
de protección que garantice el derecho a percibir una prestación a los españoles residentes en el exterior que
se encuentren en una situación de necesidad por carecer de recursos suficientes para cubrir sus necesidades
(artículos 1 a 18).

B) De otro, en su Capítulo IV, dedica el artículo 25 para regular la pensión asistencial por ancianidad para los
españoles de origen que retornen a España.
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3.- En el caso de autos nos encontramos en la segunda línea de actuación ya que, como ha quedado dicho
en el fundamento de Derecho primero, doña  Rebeca  solicitó la pensión por ancianidad como española de
origen que había retornado a España desde Venezuela, junto a su esposo y sin tener medios de vida propios,
conviviendo con su nieta doña  Adelaida .

QUINTO.-El régimen jurídico que hemos de tomar en consideración para resolver el recurso está representado
por el artículo 25 del RD 8/2008, con la remisión normativa hace al TRLGSS, que, por razones cronológicas,
hay que entenderlo referido al aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

1.- Según el citado artículo 25.2: "El derecho a la pensión asistencial por ancianidad para los retornados se
reconocerá siempre que acrediten los requisitos exigidos en el artículo 167 del Texto Refundido de la Ley
General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, para tener
derecho a una pensión de jubilación en su modalidad no contributiva del sistema español de Seguridad Social,
salvo el referido a los períodos de residencia en territorio español.".

Ese artículo es hoy el 363 del TRLGSS de 2015, según el que, y en relación con la cuestión debatida:

"1. Tendrán derecho a la pensión de incapacidad no contributiva las personas que cumplan los siguientes
requisitos: d) Carecer de rentas o ingresos suficientes. Se considerará que existen rentas o ingresos
insuficientes cuando la suma, en cómputo anual, de los mismos sea inferior al importe, también en cómputo
anual, de la prestación a que se refiere el apartado 1 del artículo siguiente.

Aunque el solicitante carezca de rentas o ingresos propios, en los términos señalados en el párrafo anterior, si
convive con otras personas en una misma unidad económica, únicamente se entenderá cumplido el requisito
de carencia de rentas o ingresos suficientes cuando la suma de los de todos los integrantes de aquella sea
inferior al límite de acumulación de recursos obtenido conforme a lo establecido en los apartados siguientes.

4. Existirá unidad económica en todos los casos de convivencia de un beneficiario con otras personas, sean
o no beneficiarias, unidas con aquel por matrimonio o por lazos de parentesco de consanguinidad hasta el
segundo grado.".

SEXTO.-1.- En aplicación de estos preceptos debemos llegar a la estimación del recurso de casación. Las
razones para ello se exponen a continuación:

a) Por previsión legal y reglamentaria la pensión asistencial por ancianidad para los retornados queda
equiparada a la pensión de jubilación en su modalidad no contributiva del sistema español de Seguridad Social.

Por ello es importante tomar en consideración la doctrina fijada por la Sala Cuarta del Tribunal Supremo sobre
la finalidad de esta prestación no contributiva. Ejemplo de ello son las sentencias 125/2025, de 25 de febrero
de 2025 (recurso de casación en unificación de doctrina 2859/2022) y 253/2024, de 8 de febrero (recurso de
casación en unificación de doctrina 1810/2021). El fundamento de Derecho tercero de esta última establece:
«1. [...]. 2. La STS 106/2023, de 7 de febrero (rcud. 2950/2019), recuerda la uniforme doctrina de esta Sala
IV en la interpretación de los antedichos preceptos legales: "la finalidad institucional de las prestaciones no
contributivas de la Seguridad Social se orienta, según el preámbulo de la Ley 26/1990 que estableció estas
prestaciones, no a proporcionar rentas de sustitución de las remuneraciones percibidas, sino a asegurar a los
ciudadanos que se encuentran en estado de necesidad unas prestaciones mínimas de carácter uniforme para
atender a las necesidades básicas de subsistencia ante una situación de insuficiencia de recursos. Son -dice la
ley- "prestaciones mínimas" que cubren un "estado de necesidad"; atienden, por tanto, de manera prioritaria a la
protección de las necesidades básicas del beneficiario, entre ellas obviamente a su sustento. En este sentido
el límite de ingresos, como requisito al acceso a estas prestaciones, cumple la función de seleccionar esa
garantía mínima y uniforme".

[...]

3. Siendo esa la finalidad y naturaleza de esta clase de prestaciones, el concepto de unidad familiar de
convivencia debe de estar necesariamente circunscrito a quienes mantienen entre sí determinados vínculos
de dependencia económica en el sostenimiento de las cargas y gastos elementales en la vida ordinaria, para
la atención de las necesidades básicas de todos ellos.»

b) Como quiera que la solicitante de la medida, que carece de ingresos propios, conforma una unidad familiar
de tres miembros con su esposo y su nieta, debe aceptarse la concurrencia de la unidad económica familiar
apreciada por la Administración y que define el artículo 363.4 del TRLGSS de 2015, conjunto legal que no
queda desvirtuado por el hecho de que su nieta esté casada y tenga, a su vez y a su cargo, tres hijos. Por
tanto, la unidad económica familiar a que se refiere la norma no está integrada por todas las personas ligadas
por razones de parentesco que puedan llegar a convivir, aporten o no recurso económicos, sino solo por las
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que estén ligadas por vínculo matrimonial o análogo y por aquellas que no sobrepasen el segundo grado de
consanguinidad.

En tal sentido se ha pronunciado la Sala Cuarta del Tribunal Supremo en sentencias de 19 de mayo de 2004
(recurso 1176/2003) y de 26 de abril de 2007 (recurso 5148/2005), y así, en la última se dice: « Esta última
sentencia (19-5-2004 ) sostuvo literalmente lo siguiente: "el problema fundamental surge en relación con la
determinación de los miembros que integran la unidad de convivencia legal, que no coincide con el número de
personas que, con aportación o no de sus recursos, pueden convivir en una determinada vivienda u hogar, ni
con los que ligados por relaciones de parentesco mantienen esa convivencia. La noción legal es más estricta.
Así el artículo 144 de la Ley General de la Seguridad Social, después de establecer, en su número 1 , el principio
general de que a efectos del límite de recursos ha de tenerse en cuenta "la suma de todos los ingresos de los
integrantes de toda la unidad económica", dispone, en su número 4, que "existirá unidad económica en todos
los casos de convivencia de un beneficiario con otras personas, sean o no beneficiarias, unidas con aquél por
matrimonio o por los lazos de parentesco de consanguinidad hasta el segundo grado"».

c) No existe controversia sobre los demás requisitos necesarios para el acceso a la pensión, particularmente
sobre la cuantía de los ingresos o rentas a computar. Nuevamente acudimos a la doctrina fijada por la
Sala Cuarta de este Tribunal Supremo sobre la determinación de rentas o ingresos mínimos. Así, «La
finalidad que se infiere de los arts. 363.1.d) y 369.1 de la LGSS exige como requisito la carencia de rentas
e ingresos. Esas normas deben interpretarse en el sentido de hacer referencia a ingresos reales. No pueden
computarse ingresos hipotéticos carentes de efectividad práctica porque solamente los ingresos reales
permiten atender las necesidades del beneficiario. Esta interpretación concuerda con la finalidad institucional
de las prestaciones no contributivas de la Seguridad Social, cuyo objeto es asegurar a los ciudadanos que
se encuentran en estado de necesidad unas prestaciones mínimas de carácter uniforme para atender a las
necesidades básicas de subsistencia ante una situación de insuficiencia de recursos.» ( STS, Sala Cuarta,
106/2023, de 7 de febrero (Recurso casación en unificación de doctrina 2950/2019).

En este caso, nunca se han discutido los ingresos de la nieta y la circunstancia de que su cuantía supera el límite
legal que para poder ser beneficiaria de la prestación fija el artículo 363.3, debiendo tomarse en consideración
que se considerarán como ingresos o rentas computables, cualesquiera bienes y derechos, derivados tanto
del trabajo como del capital, así como los de naturaleza prestacional -artículo 363.5-.

d) La Sala no considera que el hecho material del acogimiento de la abuela solicitante, como ayuda a su
supervivencia facilitado por su nieta, pueda ser considerado como renta o ingreso computable al amparo del
artículo 6 del RD 8/2008, precepto que, además, es ajeno al ámbito legal y reglamentario propio de la prestación
para los casos de retorno. De hecho, no consta que la Administración lo valorase negativamente a efectos del
reconocimiento de la pensión, como si se tratase de un ingreso de la solicitante.

e) En ningún caso las sentencias precedentes dictadas por la Sala Territorial de Madrid pueden fijar doctrina
vinculante para esta Sala, como viene a mantener la parte recurrida, por mucho que hayan sido dictadas
en supuestos semejantes al de autos. Pero es que, además, las sentencias que cita esa parte analizan
supuestos de hecho diferentes ya que en todos los casos se trataba de españoles retornados de Venezuela
que fueron privados de la pensión por tener reconocida una pensión de vejez por el Gobierno venezolano que
fue indebidamente computada como ingreso o renta pese a que no estaba siendo percibida realmente. La Sala
de Madrid no computó esa renta por falta de realidad y consideró que la posterior prueba sobre su percepción
integraría causa de resolución de la pensión de ancianidad por retorno en aplicación del artículo 25.8.c) del
RD 8/2008.

2.- Partiendo de lo razonado y en respuesta a la cuestión de interés casacional, declaramos que en aplicación
del artículo 25 del RD 8/2008, para la fijación del derecho a pensión asistencial por ancianidad para españoles
de origen retornados integrados en una unidad económica familiar han de tenerse en cuenta las rentas
o ingresos propios del solicitante y también las rentas o ingresos de todos los integrantes de la unidad
económica familiar, alcanzando ésta a todos los casos de convivencia de un beneficiario con otras personas,
sean o no beneficiarias, unidas con aquel por matrimonio o por lazos de parentesco de consanguinidad hasta
el segundo grado.

3.- Por todo ello, se casa y anula la sentencia dictada por la Sala Territorial de Madrid y se desestima el recurso
contencioso administrativo interpuesto por doña  Rebeca  contra la resolución dictada el 23 de agosto de 2021
por el Secretario de Estado de Migraciones.

SÉPTIMO.-En el recurso de casación se impondrán las costas de conformidad con lo previsto en el artículo
93.4 de la LJCA y, por ello cada parte abonará las causadas a su instancia y las comunes por mitad.
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En aplicación del artículo 139.1 de la LJCA no se imponen las costas del recurso contencioso administrativo
por las dudas que suscitaba la controversia.

F A L L O

Por todo lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad que le confiere la Constitución, esta Sala ha decidido

1º) ESTIMAR el recurso de casación interpuesto por la Administración del Estado contra la sentencia 994/2022,
de 30 de diciembre, dictada por la Sección Sexta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid, en el recurso contencioso administrativo n.º 1212/2021. Sentencia que se casa
y anula.

2º) DESESTIMAR el recurso contencioso administrativo interpuesto por doña  Rebeca  contra la resolución
dictada el 23 de agosto de 2021 por el Secretario de Estado de Migraciones.

3º) No se hace imposición de costas.

Notifíquese esta resolución a las partes e insértese en la colección legislativa.

Así se acuerda y firma.
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